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ORDINARIO LABORAL 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
La culpa patronal no se hace extensiva a quien es condenado solidariamente por ser beneficiario de la obra, la culpa sigue estando en cabeza de quien es el directo empleador, sin embargo en virtud del citado fenómeno de la solidaridad, el beneficiario de la obra se hace garante del pago de todos los derechos derivados de la relación laboral, incluyendo las indemnizaciones derivadas del accidente de trabajo producido por culpa del empleador.
Tema:


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve
Acta número 0067 del 12 de noviembre de 2009
Siendo las cinco y quince minutos de hoy, fecha y hora previamente programadas, esta Sala y su Secretaria se constituyen en audiencia pública dentro de la que se atenderá las apelaciones presentadas, respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Laboral del Circuito de Dosquebradas, el 20 de abril del año que avanza, dentro del proceso ordinario laboral surtido entre José Arbey Beltrán Ríos y Alba Luz Duque Ramírez como demandantes y la Sociedad PSI Ltda., Luz Adriana Naranjo Loaiza y Empocabal E.S.P. EICE, como demandados, y como llamada en garantía, la sociedad Seguros del Estado S.A.. 
El proyecto de decisión final presentado por el  ponente tal como consta en el acta referenciada fue discutido y aprobado por la mayoría de los integrantes de la colegiatura y da cuenta de estos

ANTECEDENTES

Solicitan los demandantes que se declare que los codemandados son responsables solidariamente del pago de la indemnización por los daños materiales, morales y fisiológicos, como consecuencia de accidente de trabajo por culpa patronal; que como consecuencia de tal declaración, se les condene al pago de $1.000.000 por daño emergente, 60 s.m.l.m.v. por concepto de lucro cesante consolidado y 60 s.m.l.m.v. por concepto de lucro cesante futuro, tomando como base el salario mensual devengado por el trabajador, equivalente a $560.000, más las doceavas partes de cesantía, intereses a la cesantía, primas de servicios y vacaciones; que las condenas sean debidamente actualizadas; por daños morales, solicitan, 80 s.m.l.m.v para José Arbey y 60 sm.l.m.v. para Alba Luz; que se expidan copias de la sentencia con constancia de su ejecutoria con destino a la Entidad demandada, indicando cual o cuales resultan idóneas para su ejecución; por último solicita condena en costas a cargo de los codemandados.
Finca sus pretensiones en los siguientes hechos:
La sociedad P.S.I. Ltda., domiciliada en la ciudad de Santa Rosa de Cabal, contrató con Empocabal E.S.P. EICE la realización de la optimización del alcantarillado y reposición de pavimento del colector de la carrera 12 entre calles 10 a 12 del municipio de Santa Rosa de cabal; José Arbey Beltrán Ríos fue contratado por P.S.I. Ltda. el 5 de marzo de 2006 como obrero de construcción; el 18 de marzo del 2006 sufrió un accidente de trabajo, en el que se le vino encima un lote de tierra, aprisionándolo contra la tubería que se iba a instalar, quedando en estado crítico por 12 días y siendo incapacitado hasta el momento de presentación de la demanda por 184 días. La sociedad demandada incurrió en negligencia o culpa patronal, toda vez que era necesario realizar actos de protección del trabajador, tales como la entibación, que consiste en asegurar con tablones y guaduas la pared o barranco que se estaba trabajando para introducir allí la mencionada tubería, lo cual se hizo solo después del accidente; manifiesta que también incurrió en negligencia o culpa patronal Empocabal E.S.P. EICE, pues como Entidad contratante era su obligación fiscalizar los trabajos que allí se estaban realizando, lo cual no hizo; en varias ocasiones los trabajadores le mencionaron a los ingenieros de la demandada el peligro que se estaba presentando, así mismo, un funcionario del cuerpo de bomberos también los alertó respecto a dicho riesgo, después de ocurrido el accidente, los codemandados diseñaron y pusieron en funcionamiento los dispositivos necesarios para realizar la labor que se venía ejecutando, valiéndose de tablones y guaduas para asegurar el terreno; el señor Beltrán Ríos es casado con la señora Alba Luz Duque Ramírez, quienes conviven con sus nietos, quienes han padecido desde el momento en que aquel sufrió el accidente de trabajo, viéndose abocados a la caridad de sus amigos.
La demanda fue admitida por decisión del 17 de octubre de 2006, fl. 38, ordenando correrla en traslado a los accionados.

Empocabal E.S.P. EICE, por medio de apoderado, contestó a folio 54, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones, explicando que para proceder a la construcción del entibado, se requiere hacer primero la respectiva excavación, que era lo que se estaba realizando en la obra, toda vez que resulta imposible entibar sin excavar, no se estaba instalando todavía tubería alguna, lo que demuestra que técnicamente se estaba haciendo lo que se debía hacer; afirma que se había abierto un tramo de 1,80 metros de profundidad por 2,70 metros de ancho, y que precisamente se utilizaron esas dimensiones para que, en caso de un derrumbe, los trabajadores tuvieran espacio para correr o resguardarse, y en el presente caso no fue que el barranco hubiese caído sobre el trabajador, sino que éste, al intentar correr, se cayó sobre un tubo y se golpeó, siendo una situación imprevisible y acaecida en momentos en que se realizaban labores para proteger precisamente a los trabajadores. Denunció el pleito a la sociedad Seguros del Estado S.A., fl. 60.

Por medio de escrito de folio 108, Empocabal E.S.P. EICE, corrige la Denuncia del Pleito, indicando que la nombró así por equivocación, siendo lo correcto el Llamamiento en Garantía, el cual presentó a folio 109.

Luz Adriana Naranjo Loaiza contestó la demanda por medio de vocero judicial, fl. 112, pronunciándose respecto a los hechos, indicando que se estaba haciendo el entibado y el día del percance, se estaban adelantando trabajos de entibación, como consta en la bitácora del 17 de marzo; los trabajos de entibación se estaban haciendo a medida que se estaba terminando la brecha, actividad que solo se puede realizar una vez está hecha la brecha y se ha limpiado de lodo, que era precisamente la labor que cumplía el actor al ocurrir el accidente, estando los trabajos de entibado adelantados hasta aproximadamente 50 centímetros del sitio del percance; se opuso a las pretensiones. En escrito aparte solicitó el llamamiento en garantía de la ARP del Instituto de Seguros Sociales, fl. 119.

A folio 160 contestó la sociedad P.S.I. Ltda., pronunciándose respecto a los hechos en similar forma que la señora Naranjo Loaiza y oponiéndose a las pretensiones, y realizando idéntico llamamiento en garantía, fl. 167.

El llamamiento hecho a la ARP del Instituto de Seguros Sociales no fue admitido, fl. 213.

A través de escrito de folio 220, la apoderada de los demandantes reforma la demanda, agregando nuevos hechos, en los cuales manifiesta que su poderdante cumplía un horario de labores que se extendía entre las 7:00 a.m. y las 6:00 p.m., durante 5 días a la semana, y los sábados de 7:00 a.m. a 3:00 p.m., con una hora al mediodía para almorzar; durante el tiempo que estuvo incapacitado, 7 meses, le cancelaron $408.000 mensuales, cuando su salario era de $560.000 mensuales; transcurridos los 7 meses no se le volvió a pagar ni un peso de salario, fue desafiliado de la EPS, no le pagaron las cesantías, sus intereses, primas, vacaciones y tampoco le cancelaron los últimos 3 meses de incapacidad. Agregó algunas pretensiones nuevas, así: que se declare que entre la sociedad P.S.I. Ltda., Empocabal E.S.P. EICE, la socia capitalista Luz Adriana Naranjo Loaiza y el señor José Arbey Beltrán, existió un contrato de trabajo verbal, el cual término por causa imputable al empleador; que como consecuencia de la anterior declaración, se condene a los codemandados a responder solidariamente por todos lo derechos laborales adeudados, tales como cesantía con sus intereses, primas y vacaciones correspondientes a los 7 meses durante los cuales existió la relación laboral, es decir, entre el 5 de marzo y el 5 de octubre de 2006; que se condene a los codemandados al pago de la indemnización por despido injusto y moratoria; de igual manera solicita que se condene al pago del excedente de su salario que se le dejó de cancelar durante los 7 meses que permaneció incapacitado; también solicita que se condene a los codemandados al pago de 4 meses de incapacidad que se le adeudan.
La Aseguradora Seguros del Estado S.A. contestó la demanda y el llamamiento en garantía, fls. 226-240, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones de ambas; coadyuva las excepciones propuestas en la contestación de la demanda y propone como excepciones, respecto al llamamiento en garantía, Inexistencia de obligación a cargo de la aseguradora, Cobro de lo no debido, Falta de jurisdicción y competencia a efecto de resolver las pretensiones dirigidas en función de un contrato de seguro, Inexistencia de la obligación por inexistencia del siniestro, Clase de póliza otorgada, Amparo básico, Cumplimiento, Riesgos no asumidos por la Compañía Aseguradora Seguros del Estado S.A. en la expedición de la póliza N° 065500452, Limite de responsabilidad de Seguros del Estado por la emisión de la póliza N° 065500452 vigencia 27 de enero de 2006 a 27 de abril de 2011, Amparo otorgado en la póliza denominado salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, alcance, que es la base del llamado en garantía, según la demanda, Literalidad de la póliza e Inexistencia de la obligación.
La señora Luz Adriana Naranjo Loaiza contestó la reforma de la demanda, fl. 245, pronunciándose respecto a los hechos allí planteados y oponiéndose a las nuevas pretensiones.

A folio 255 Empocabal E.S.P. EICE dio respuesta a la reforma de la demanda, refiriéndose a los hechos de la misma y presentando oposición ante las pretensiones.

Por su parte, Seguros del Estado S.A. contesta la reforma a folio 257, en iguales condiciones que Empocabal E.S.P. EICE.

Fracasó el intento conciliatorio por la inasistencia del representante legal de la sociedad P.S.I. Ltda. y la señora Luz Adriana Naranjo Loaiza, fl. 265, y luego de superadas otras etapas procesales, se constituyó el Juzgado en primera audiencia de trámite, oportunidad en la que se abrió a pruebas el debate con la orden de practicar y tener como tales las oportunamente pedidas por las partes.

En la segunda audiencia de trámite, fl. 277, se declararon los efectos previstos en el artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, numeral 2° del inciso 6° respecto de la sociedad P.S.I. Ltda. y la señora Luz Adriana Naranjo Loaiza, presumiéndose como ciertos los hechos de la demanda susceptibles de confesión.
Se instruyó en lo posible el proceso, se clausuró el período probatorio y se convocó para audiencia pública de juzgamiento dentro de la que se profirió sentencia el 20 de abril de la anualidad que avanza, fl. 462, en la que se declaró la existencia de un contrato de trabajo entre el actor y la sociedad P.S.I. Ltda., en cuya ejecución, el primero sufrió un accidente de trabajo por culpa de la empleadora; en consecuencia condenó a la empleadora al pago de $42.053.641,71 por concepto de reajuste de incapacidades, cesantía, intereses a la cesantía, primas de servicios y vacaciones, lucro cesante pasado o consolidado, lucro cesante futuro o anticipado y perjuicios extra patrimoniales, así como la suma de $1.000.000 a favor de la señora Alba Luz Duque Ramírez por concepto de indemnización por perjuicios extra patrimoniales; de igual manera, condenó a P.S.I. Ltda. a pagar indemnización moratoria por $18.666,66 diarios, a partir del 56 de octubre de 2006 y hasta por 24 meses, o hasta cuando se verifique el pago si el periodo es menor; condenó el a quo a Empocabal E.S.P. EICE a pagar solidariamente las condenas, de igual modo a Luz Adriana Naranjo Loaiza como socia de la empleadora y hasta el monto de sus aportes, y a la aseguradora Seguros del Estado S.A., hasta el monto de lo acordado en la póliza 065500452; absolvió a los codemandados de las restantes pretensiones incoadas en su contra; por último cargó las costas procesales a P.S.I. Ltda. en un 50%.

Contra la anterior decisión se levantaron en apelación los apoderados de la sociedad P.S.I. Ltda., de la llamada en garantía Seguros del Estado S.A. y de Empocabal E.S.P. EICE.

El vocero judicial de P.S.I. Ltda., fl. 496, manifiesta estar en descuerdo con el valor del salario del actor establecido por el Juez, argumentando que el demandante solo laboró 15 días, por lo que no se puede establecer el salario mensual; agrega que está como prueba la afiliación al Sistema de seguridad Social, donde consta que devengaba el salario mínimo para el año 2006, es decir, $408.000 mensuales; manifiesta que no se presentó incumplimiento de los deberes de protección y seguridad respecto del trabajador, toda vez que se tomaron todas las medidas posibles, pues lo que ocurrió fue que el actor se encontraba sacando tierra y lodo de una brecha poco profunda y se le vino encima un talud y lo arrojó contra el tubo viejo, amén que el sitio en que se laboraba no era posible entibarlo, porque como bien lo mencionan los testimonios, para entibar se requiere primero abrir la brecha, sacar la tierra, limpiar y luego proceder a entibar, tanto así que el día anterior al accidente se había entibado la parte posterior donde se encontraba laborando el accionante, pero precisamente éste estaba destapando la tubería que se encontraba a poca profundidad, para sacarla y luego abrir la brecha hasta la profundidad necesaria para colocar el nuevo tubo afirma que basta observar las fotografías aportadas para constatar que la profundidad del sitio donde se encontraba el actor no requería entibado, lo cual es ratificado por el testimonio del señor Juan Alejandro Crosthwaite Ferro de folio 350; Insiste en que cumplió con todas la medidas necesarias para proteger al trabajador, y aunque las labores de entibación (sic) no habían sido autorizadas por Empocabal, no solo P.S.I. Ltda. requirió a ésta desde el mes de febrero, sino que inició éstas labores desde el día anterior a la ocurrencia del accidente; sostiene que las incapacidades si fueron pagadas por ella, y que una vez hecho esto, repetía contra la ARP a la cual tenía afiliado a su trabajador; agrega que entregó a la esposa del actor la suma de $1.520.000, considerando de buena fe que ese valor suplía las prestaciones sociales con creces; en cuanto a la condena por vacaciones, estima que debe ser absuelta, toda vez que el actor laboró efectivamente desde el 5 de marzo hasta el 18 de marzo de 2006, estando incapacitado el resto del tiempo que perduró el contrato; agrega que actúo de buena fe y que por lo tanto debe ser absuelta de la condena por indemnización moratoria, toda vez que continuó pagando las incapacidades al actor, para luego recobrarlas a la ARP, así mismo, entregó a la esposa del demandante $1.520.000 con lo cual se pagaron con creces las prestaciones sociales.

La llamada en garantía sustentó su recurso a folio 502; allí expresa que su obligación está limitada por lo pactado en la respectiva póliza, razón por la cual no puede ser condenada solidariamente, agrega que de acuerdo a los riesgos amparados por la póliza, no se pueden incluir en la condena los valores correspondientes a indemnización por perjuicios, sea material, daño emergente, lucro cesante, perjuicios morales, es decir, el amparo de responsabilidad es ajeno al tipo de póliza expedida por la compañía, pues ésta cubre únicamente salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones.

Por último, a folio 512 encontramos la sustentación del recurso presentado por Empocabal E.S.P. EICE, en la cual alega que la culpa patronal no puede ser imputada a ella, toda vez que estuvo al margen del procedimiento adelantado, además el trabajador estaba afiliado a la seguridad social, por lo tanto, en caso de un eventual accidente de trabajo sus incapacidades y perjuicios se encontrarían cobijados; sostiene que la culpa patronal no se puede predicar de ella, sino de quien era el empleador del actor, amén que el accidente se debió a culpa exclusiva de la victima.    
Concedidos los recursos y una vez surtido el trámite de rigor, se procede a decidir lo pertinente previas las siguientes

CONSIDERACIONES

Tópicos como la naturaleza laboral del vínculo que existió entre las partes, extremos temporales y la ocurrencia del accidente de trabajo, serán dejados por fuera de cualquier análisis por no haber contienda respecto de ellos.
La sociedad P.S.I. Ltda. expuso varios motivos de inconformidad, así:

1- Afirma que el actor no devengaba la suma de $560.000 mensuales, sino el salario mínimo, o se, $408.000 mensuales.

2- El accidente de trabajo no se debió a culpa patronal, toda vez que para entibar la brecha, primero debe excavarse la misma, sacar la tierra y limpiar, que era precisamente lo que estaba haciendo el accionante; además la mencionada zanja no era lo suficientemente profunda como para requerir ser entibada, tal como lo atestigua el señor Juan Alejandro Crosthwaite Ferro, lo cual se puede verificar con las fotografías aportadas.

3- Respecto a las incapacidades laborales, el trabajador estaba afiliado a la ARP, la cual cubrió esa prestación, sin embargo, la demandada para atender los requerimientos de la familia del demandante, pagaba dichas incapacidades y luego efectuaba el recobro ante la ARP.

4- Sostiene además que entregó a la esposa del accionante la suma de $1.520.000, los cuales creyó que cubrían con creces las prestaciones sociales adeudadas.

5- Respecto a las vacaciones, manifiesta que no debió ser condenada a su pago, toda vez que no se generaron por encontrarse el trabajador incapacitado.

6- Culmina afirmando que se le debe exonerar del pago de la indemnización moratoria, toda vez que actuó de buena fe.

En este orden se resolverán las inquietudes planteadas por la sociedad recurrente.

1- A folio 283 del expediente rindió testimonio el señor José Rubiel Correa Martínez, compañero de trabajo del actor, el cual afirmó que a éste le pagaban la suma de $560.000 mensuales, un poco más que a los demás trabajadores, diferencia que se debía a que “el contratista pagaba al que más rindiera”. Por su parte, el señor José Alberto Cardona, compañero de labores del accionante, a folio 301 señaló que José Arbey percibía un salario de $560.000 mensuales, ello debido a que era muy buen trabajador y por eso los contratistas le pagaban más. El argumento anterior viene a ser corroborado por el señor Omar Arturo Miranda Vela, ingeniero residente al servicio de la sociedad P.S.I. Ltda., de cuya declaración de folio 354, se decanta que no todos los trabajadores recibían igual salario, que el dinero de la nómina era entregado al maestro general de obra llamado Franklin, quien pagaba a los trabajadores y que José Arbey era uno de los preferidos por éste. Indica la Entidad recurrente que el salario era el mínimo, lo cual se demuestra con las planillas de pago de seguridad social; en este punto tenemos que los testimonios rendidos son claros y coherentes, no se nota un interés malsano en los deponentes tendiente a beneficiar al actor, amén que se trata de deponencias de primera mano, pues fueron compañeros de trabajo, testigos directos de lo que informan, además en no pocas ocasiones, entratándose de trabajadores de la construcción, inclusive en otros oficios, los empleadores cotizan a la seguridad social por sus empleados por el valor del mínimo legal, mientras a estos les pagan sumas diferentes como salario, si no fuera así, se pregunta esta Colegiatura ¿porqué no se aportaron planillas de nómina, documento más idóneo para probar su punto? Visto lo anterior, en nada se variara lo referente a la remuneración percibida por el trabajador.

2- Alega el recurrente que de las fotografías aportadas al infolio, fls. 325 a 327, se colige que la zanja no era lo suficientemente profunda para requerir entibación (sic), además afirma el testigo que las aporta, Juan Alejandro Crosthwaite Ferro, interventor de la obra, que cree que las mismas fueron tomadas el día del accidente.
Pues bien, primero que todo, el interventor en su testimonio de folio 307 admite que no estaba presente el día del accidente, por lo tanto lo que narra al respecto es porque se lo contaron; ahora, en cuanto a las fotografías, se evidencia con ellas que la zanja era de muy poca profundidad, por lo que, inicialmente, se puede afirmar que no requería ser entibada, sin embargo las fotos aportadas por la demandada no corresponden a la fecha de ocurrencia del siniestro.
En efecto, a folios 364 y 365 se encuentran las fotografías tomadas por el cuerpo de bomberos en el mismo momento en que se efectuó el rescate del actor, en ellas se nota que la brecha fácilmente podía llegar a los 2 metros de profundidad, por lo tanto sí se requería entibar la misma, no como lo quiere hacer ver la apelante. Sostiene contradictoriamente la codemandada, después de afirmar que no se requería entibar la zona de trabajo, que el trabajador estaba laborando precisamente en ello, por lo que es del caso traer a colación las normas citadas correctamente por el a quo al respecto.

Establece el Estatuto de Seguridad Industrial, Resolución N° 2400 de 1979:

“Art. 616. Al abrir una zanja o un hoyo cualquiera ... Los lados de las zanjas que excedan de 1,50 metros deberán estar apuntalados con tablas de madera sólida, con el objeto de evitar derrumbamientos que pongan en peligro la vida de los trabajadores durante la excavación. …Los escombros no deberán amontonarse en las proximidades de las zanjas, sino que estarán depositados lo suficientemente lejos de ellas, para no correr riesgos de que vuelvan a caer al interior, a una distancia no menor de 60 centímetros.”

“Art. 621. Las paredes de las zanjas de más de 1,20 metros de profundidad, donde la calidad del terreno ofrezca riesgo de derrumbe, deberán estar entibadas, a menos que tengan un declive que coincida con el ángulo de reposo de la tierra …”
De acuerdo con las normas citadas, se denota con la correcta apreciación de las fotografías y con lo referido por los testigos aportados, fls. 283 y 302, que el accidente se pudo evitar si se hubiesen cumplido con las normas sobre seguridad industrial referidas, pues si bien puede ser creíble el argumento de la demandada respecto a que el actor se encontraba laborando precisamente en entibar la brecha, la temporada invernal que azotaba la región en esa época, lo cual consta en la bitácora de la obra, fl. 168, el sobrepeso en las paredes de la zanja por no arrojar los escombros en un lugar alejado de ella, la poca atención que prestaron los ingenieros encargados de la obra respecto de las solicitudes de los trabajadores referentes a su seguridad y la demora para empezar a realizar el aseguramiento del terreno, lo que se venía discutiendo desde el mes de febrero de 2006, fl. 393, dan al traste con tan endeble excusa.

3- En cuanto a la condena por incapacidades, basta recordar a la recurrente que la misma no obedece al valor total de éstas, toda vez que la condena se limitó a la diferencia existente entre el valor reconocido al tenor del salario mínimo, respecto al real salario devengado por el trabajador, correspondiente a la suma de $560.000.

4- En lo referente a la entrega de la suma de $1.520.000, con lo cuales creía haber saldado el valor de prestaciones sociales, los referidos recibos militan a folios 323, por valor de $720.000 del 3 de abril de 2006, y 324, por valor de $800.000 del 24 de marzo de 2006, sin embargo, en ellos, como lo afirmó el a quo, no se consignó el concepto de dichos pagos, además fueron cancelados mucho antes de la terminación del contrato, por lo que no se puede presumir que correspondan a prestaciones sociales, además, la codemandada en momento alguno propuso la excepción de compensación, la cual, de acuerdo al artículo 306 del Código de Procedimiento Civil no puede ser declarada de oficio.

5- En cuanto a la condena por vacaciones, no asiste razón a la recurrente, toda vez que éstas son un descanso remunerado a que tiene derecho todo trabajador, y su finalidad es que el trabajador recupere sus fuerzas y energías que se supone han sido afectadas y disminuidas como consecuencia del desarrollo de las actividades laborales, por lo tanto las incapacidades no afectan las vacaciones, en vista a que siendo el objetivo de éstas el permitirle al trabajador descansar y recuperase física y mentalmente, durante el periodo en que el trabajador esté incapacitado será imposible que se cumpla con la recuperación que persiguen las vacaciones.
Para el cálculo de las vacaciones, sólo se descuenta el tiempo por el cual se ha suspendido el contrato de trabajo, y entre las causales de suspensión, no está el hecho que el trabajador esté incapacitado.
Mientras el nexo laboral se mantenga vigente, el empleador debe cumplir con todas las obligaciones propias del contrato de trabajo, y considerando que la incapacidad no suspende el contrato de trabajo, no puede afectar en absoluto las vacaciones.
6- Por último, en cuanto a la deprecada exoneración en cuanto a la condena por indemnización moratoria, no encuentra esta Corporación la buena fe requerida en el empleador para tal efecto. Véase como el trabajador hubo de recurrir a esta jurisdicción para encontrar la satisfacción de sus elementales prestaciones sociales como las cesantías, primas de servicios, vacaciones e incluso el excedente sobre sus incapacidades, por lo que sería absurdo predicar una buena fe inexistente en un empleador que se sustrajo al cumplimiento de sus deberes como tal. 
En cuanto a la queja de la llamada en garantía, ésta se circunscribe a dos circunstancias, en primer lugar advierte que su obligación está limitada por lo pactado en la respectiva póliza, razón por la cual no puede ser condenada solidariamente; en segundo lugar, de acuerdo a la póliza suscrita, para este caso concreto solo se amparan salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones, quedando por fuera la indemnización por perjuicios, sea material, daño emergente, lucro cesante y perjuicios morales.

La póliza en virtud de la cual se llamó en garantía a Seguros del Estado S.A., se identifica con el N° 065500452 y obra a folios 241 a 243.

En su cláusula referente a los amparos, más precisamente en el numeral 1.4, se establece:
“1.4 Amparo para el pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones.

El amparo de pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones cubre a las entidades estatales contratantes contra el incumplimiento de las obligaciones laborales a que está obligado el contratista, relacionados con el personal utilizado para la ejecución del contrato.”  (Subrayado nuestro)
Pues bien, debe decirse de entrada que no asiste razón a la impugnante, toda vez que de una lectura desprevenida de la cláusula transcrita, se decanta que la póliza cubre las indemnizaciones generadas por el incumplimiento de las obligaciones laborales por parte del contratista para con sus trabajadores, siendo tal vez la principal, la de garantizar protección y seguridad a sus subordinados, conforme al artículo 56 del Código Sustantivo del Trabajo, pilar fundamental sobre el cual se erige la culpa patronal, misma que conforme al artículo 216 ibídem, genera en el caso de darse las circunstancias establecidas en dicho canon, la obligación indemnizatoria de que trata el presente proceso, misma que incluyendo daños morales, daño emergente, lucro cesante en todas sus modalidades, perjuicios materiales, etc. viene a constituir el resarcimiento, a manera de indemnización, de los daños sufridos por el trabajador, recalcando que ello se deriva del incumplimiento de obligaciones laborales, por lo que se ajusta perfectamente a lo que se amparó en la póliza N° 065500452.

Y es que la cláusula atrás citada es bastante amplia, y si la aseguradora pretendía que dentro del rubro de indemnizaciones no se incluyeran las derivadas del accidente de trabajo por culpa del empleador, expresamente lo debió pactar así, sin embargo no lo hizo, y no puede venir ahora, cuando el riesgo se ha consumado, a alegar que el acuerdo signado entre las partes no incluía la sanción de la que se duele.

En resumen, las indemnizaciones derivadas del accidente de trabajo originado por culpa del empleador, tiene como fundamento el incumplimiento de éste respecto de su obligación de protección y seguridad en cuanto a las personas que laboran a su servicio, por lo tanto, sin importar el nombre que se le de o la modalidad de los resarcimientos, no pierde su connotación laboral y su origen, como ya se dijo, resultante del incumplimiento de las obligaciones del empleador, en el presente caso, el contratista.
En cuanto a la condena en solidaridad de la que fue objeto en el numeral quinto de la parte resolutiva de la demanda, tiene toda la razón la aseguradora, toda vez que su responsabilidad, al contrario de lo que ocurre con los demás codemandados, no se encuentra enmarcada en la figura de la solidaridad, la cual encuentra sustento jurídico en los artículos 34 a 36 del Código Sustantivo del Trabajo, sino en el contrato de aseguramiento pactado por medio de la póliza N° 065500452, la cual tiene como limite asegurable, para el caso de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones la suma de $46.655.458; incluir a la aseguradora en la condena solidaria efectuada en el mencionado numeral quinto de la resolutiva, sería crear confusiones al momento de una eventual ejecución, tal como lo advierte la recurrente. Por lo tanto, se ratificará la condena impuesta en un numeral independiente, la cual se extenderá hasta el valor asegurado en la póliza N° 065500452 y a favor del beneficiario de la misma, es decir, de Empocabal E.S.P. EICE.    

En lo referente al recurso interpuesto por Empocabal E.S.P. EICE, alega que la culpa patronal no puede ser imputada a ella; además el trabajador estaba afiliado a la seguridad social, por lo tanto, sus incapacidades y perjuicios se encontrarían cobijados; afirma que el accidente se debió a culpa exclusiva de la victima.    

Pues bien, debe recordársele a la recurrente que lo que se ha debatido en el presente proceso, aparte del pago de algunas prestaciones sociales adeudadas, es la indemnización plena de perjuicios establecida en el artículo 216 del Código Sustantivo del Trabajo, misma que se deriva de la ocurrencia de un accidente de trabajo en el cual concurra la culpa del empleador, la cual no tiene nada que ver con las prestaciones que el Sistema de Seguridad Social Integral suministra a sus afiliados; no se puede confundir lo que, en caso de un accidente de trabajo, paga la respectiva Administradora de Riesgos Profesionales por concepto de indemnización, con aquella que se deriva de la culpa patronal en la ocurrencia del percance laboral, pues se itera, ambas son instituciones totalmente diferentes y la última es de resorte del empleador, no de las instituciones que conforman el Sistema de Seguridad Social. 

En lo atinente a la culpa exclusiva de la victima, se trata de un argumento nuevo, no esgrimido en primera instancia, ni en la respuesta a los hechos de la demanda, mucho menos por la vía de las excepciones, por lo tanto no es de recibo en esta Sede, lo contrario constituiría una flagrante violación al debido proceso, y sobre todo al derecho de defensa de la contraparte, la cual se vería sorprendida ante argumentos que no fueron de su conocimiento en primera instancia y contra los cuales no pudo presentar las respectivas pruebas y argumentaciones.

Por último, manifiesta Empocabal E.S.P. EICE, que la culpa patronal no se le puede hacer extensiva y que ésta no se puede predicar de ella, sino de quien era el empleador del actor, esto es, el contratista.

Esta ha sido un tema suficientemente decantado por la Corte Suprema de Justicia, así: 

“La discrepancia con la sentencia impugnada la hace consistir la censura en la interpretación errónea que dice haberle dado el Tribunal al artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, cuya exégesis para él se circunscribe, “a que la solidaridad para el pago de las indemnizaciones comprenda las tarifadas en la ley, y por tanto no hacerse extensiva a la consagrada en el artículo 216 que tiene como presupuesto la culpa suficientemente comprobada del empleador en la ocurrencia bien del accidente de trabajo, ora de la enfermedad profesional” (folio 22).

Para la censura, no entender que la solidaridad contemplada en el artículo 34 solo se contrae a las tarifadas como el despido injusto, la indemnización por mora y no las que se derivan por la culpa del empleador, sería tanto como, “hacerle extensivo al Ente Territorial demandado una culpa en que no tuvo injerencia alguna, ya que al fin y al cabo es el contratista independiente el encargado de la ejecución de la obra y por tanto se le fija la misión de velar por las obligaciones especiales de cuidado que le impone la legislación del Trabajo” (folio 22)

Como se dejó establecido atrás al hacerse el resumen de la sentencia impugnada, la argumentación del Tribunal estuvo fundada en la sentencia de esta Sala del 26 de septiembre de 2000, Rad. 14038, cuya parte considerativa transcribió textualmente; y en la que esta Sala analizó un caso similar, casándola parcialmente, en relación con la absolución impuesta por el ad quem, al municipio beneficiario de la obra, por cuanto éste también era responsable solidario de las indemnizaciones y prestaciones debidas por los perjuicios materiales y morales causados por la muerte del trabajador, con ocasión del accidente de trabajo por culpa patronal, que le costara la vida.

En ese entonces esta Sala asentó:
 “Ahora, en lo que tiene que ver con el fondo de la acusación, debe precisarse que, como con acierto lo destaca la censura, e inclusive  lo reitera la  oposición, la solidaridad no es más que una manera de proteger los derechos de los trabajadores, para cuyo efecto se le hacen  extensivas, al obligado solidario, las deudas insolutas (prestacionales o indemnizatorias) en su calidad de  dueño o beneficiario de la obra contratada, ante la usual insolvencia del deudor principal que no es otro que el empleador. Así lo sostuvo esta Sala en sentencia del 25 de mayo de 1968, en uno de sus apartes:

“Mas el legislador, con el sentido proteccionista que corresponde al derecho laboral, previendo la posibilidad de que el contrato por las grandes empresas, como vehículo que les sirva para evadir las obligaciones sociales, y dada la frecuencia con que los pequeños contratistas independientes caen en la insolvencia o carecen de la responsabilidad necesaria, sin desconocer el principio de que el beneficiario de la obra no es en caso alguno el sujeto patronal, estableció expresamente, a favor exclusivo de los trabajadores, la responsabilidad solidaria del contratista y del beneficiario por el valor de los salarios y de las prestaciones e indemnizaciones a que puedan tener derecho, sin perjuicio de que el beneficiario estipule con el contratista las garantías del caso o repita contra él lo pagado a esos trabajadores.”

Igualmente sostuvo, “que el obligado solidario no es más que un garante para el pago de sus acreencias, de quien, además, el trabajador puede también exigir el pago total de la obligación demandada, en atención al establecimiento legal de esa especie de  garantía. Y no por ello puede decirse que se le esté haciendo extensiva la culpa patronal al Municipio demandado. No, la culpa es del empleador, pero los derechos respecto de los salarios, las prestaciones e indemnizaciones (como lo enuncia el artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo) que de ella emanan son exigibles a aquel en virtud, como atrás se anotó, de haberse erigido legalmente la solidaridad que estableció el estatuto sustantivo laboral, en procura de proteger los derechos de los asalariados o sus causahabientes. 

“De esta manera lo ha dicho esta Corporación:

“‘La fuente de la solidaridad, en el caso de la norma, no es el contrato de trabajo ni el de obra, aisladamente considerados, o ambos en conjunto, sino la ley: esta es su causa eficiente y las dos convenciones su causa mediata, o en otros términos: los dos contratos integran el supuesto de hecho o hipótesis legal. Ellos y la relación de causalidad entre las dos figuras jurídicas, son los presupuestos de la solidaridad instituida en la previsión legal mencionada”’ (Sent., 23 de septiembre 1960, “G.J.”, XCIII, 915).

“Es cierto, como al unísono lo aceptan el  Tribunal y la censura, que los artículos 3º y 4º  del Código Sustantivo del Trabajo regulan las relaciones laborales entre empleadores y trabajadores del sector privado, pero, también es de claridad meridiana, que los pretensos derechos de los demandantes fueron invocados con fundamento en la vinculación laboral con el contratista y la solidaridad del Municipio para efectos de la satisfacción de las deudas insolutas, allí no se sustentó ni podía hacerse, por razones obvias, un contrato de trabajo con el codemandado Estatal, y por tanto ninguna trascendencia jurídica, de cara a lo perseguido por la censura, tiene ese supuesto, pues, se itera, no fue discutido por las partes y el ataque se orienta exclusivamente a la imposición de la condena solidaria,  con prescindencia de otros aspectos.

“El cargo prospera y como consideraciones de instancia, además de las expuestas en sede de casación, debe precisarse que nada obsta, para imponer la condena solidaria, que el vínculo entre contratista y entidad estatal sea de carácter administrativo porque la imposición de la obligación solidaria emana de la ley, como ya fue dicho. 

…
Tal y como lo diferencia la sentencia, el principio de solidaridad es diferente al de la culpa, pues mientras la culpa se origina en un error de conducta del empleador, que forma parte de la causa de la obligación, que puede llegar a comprometer la responsabilidad de otros; la solidaridad que emana de la ley, viene a ser parte del efecto de la responsabilidad, trayendo al responsable solidario como un garante de las obligaciones que emanan del empleador.” 
 (Subrayado nuestro)
Los anteriores argumentos del Alto Tribunal de la jurisdicción ordinaria son acogidos plenamente por ésta colegiatura, toda vez que es cierto que, si bien el contrato de trabajo no fue signado por ella, sino que dicha relación se dio entre el señor Beltrán Ríos y la sociedad P.S.I. Ltda. como contratista, Empocabal E.S.P. EICE, en virtud de la responsabilidad solidaria que se le imputa, viene a cumplir la función de garante respecto de las obligaciones laborales adeudadas, sin que tenga incidencia alguna el hecho de que la culpa en la ocurrencia del accidente de trabajo, lo cual no se niega, recaiga en cabeza de quien fuera el empleador del demandante 

Conforme a lo planteado, se impone la confirmación de la sentencia de primera instancia, que por vía de apelación se ha revisado, con la modificación enunciada.
Costas en esta instancia no se causaron.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
FALLA:

PRIMERO: CONFIRMAR los numerales primero, segundo, tercero, cuarto, sexto y séptimo de la sentencia de primera instancia.

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral quinto de la sentencia de primera instancia, en el sentido de CONDENAR solidariamente, por las sumas reconocidas en esta sentencia, a la empleadora P.S.I. Ltda., a Empocabal E.S.P. EICE, de acuerdo al artículo 34 del Código Sustantivo del Trabajo, y a Luz Adriana Naranjo Loaiza, como socia de la empleadora hasta el monto de sus aportes, en virtud del artículo 36 ibídem.

TERCERO: CONDENAR a la sociedad Seguros del Estado S.A., como llamada en garantía, hasta el monto de lo asegurado por medio de la póliza 065500452 y a favor del beneficiario de la misma, Empocabal E.S.P. EICE, conforme a lo expuesto en la parte motiva de este proveído.
Costas por la actuación en esta sede no se causaron.
Notificación en Estrados.

No siendo otro el objeto de esta diligencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
� CSJ. Cas. Laboral. Sentencia de 19 de junio de 2002. Rad. 17432. M.P. Isaura Vargas Díaz.
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